JUZGADO VEINTIDÓS ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLIN 
Medellín, ocho (8) de mayo de dos mil trece (2013) 
	REFERENCIA :
	

	RADICADO:
	86001 33 33 022 2012 00224  00

	MEDIO DE CONTROL: 
	NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

	DEMANDANTE:
	ADRIANA ORDOÑEZ SANCHEZ   

	DEMANDADO:
	REGISTRADURIA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL 

	ASUNTO:


	Resuelve recurso de reposición, no concede recurso de apelación. 


Mediante escrito presentado en la Oficina de Apoyo Judicial de los Juzgados Administrativos del Circuito de Medellín el día 29 de abril de 2013  visible a folios 262 a 271 del expediente, el Dr. JHON FREDY NANCLARES RODRIGUEZ actuando en calidad de apoderado de la parte demandante  interpuso recurso de reposición y en subsidio recurso de apelación contra la providencia del día 24 de abril en la cual se declara la falta de jurisdicción y ordena remitir a los Juzgados Laborales del Circuito de Medellín - Reparto.  

La inconformidad del apoderado radica en que las pretensiones 1, 2 y 4 se tramitan por el mismo procedimiento ya que son propias de la misma relación laboral y son competencia del mismo juez, es decir, el Contencioso Administrativo, hace referencia al artículo 165 del CPACA y dice que por ende se configura una debida acumulación de pretensiones; con respecto a la pretensión No 3 el actor considera que el A-Quo ha hecho una interpretación errada de lo expresado por el Honorable Consejo de Estado al determinar que la pretensión de la sanción moratoria tenga que tramitarse por un proceso ejecutivo en la jurisdicción ordinaria, argumenta que esta pretensiones no se excluyen entre si y se deben tramitar a través del mismo medio de control  toda vez que nacen de la misma relación laboral. El actor concluye que cuando la entidad territorial no reconoce deber dicha sanción, al no existir acto administrativo, al no haber título ejecutivo, es menester iniciar el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del derecho de carácter laboral. 
Procede el despacho a resolver los recursos, previas las siguientes
CONSIDERACIONES
El artículo 243 del CPACA, establece: 
“Son apelables las sentencias de primera instancia de los tribunales y de los jueces. También serán apelables los siguientes autos proferidos en la misma instancia por jueces administrativos:

1. El que rechace la demanda
2. El que decrete una medida cautelar y el que resuelva los incidentes de responsabilidad y desacato en ese mismo trámite.
3. El que ponga fin al proceso
4. El que apruebe conciliaciones extrajudiciales o judiciales, recurso que solo podrá ser interpuesto por el Ministerio Público.
5. El que resuelva la liquidación de la condena o de los perjuicios.
6. El que decrete las nulidades procesales
7. El que niega la intervención a terceros
8. El que prescinda de la audiencia de pruebas.
9. El que deniegue el decreto o práctica de alguna de las pruebas oportunamente 
(…)”. 

Así mismo, el artículo 242 de la citada norma señala:

 “Reposición: Salvo norma legal en contrario, el recurso de reposición procede contra los autos que no sean susceptible de apelación o de súplica.

En cuanto a su oportunidad y trámite se aplicará lo dispuesto en el Código de Procedimiento Civil.”

Debe señalarse que la providencia del día 24 de abril de 2013 fue notificada por estado el día 25 de abril de 2013, de conformidad con el artículo 201 del CPACA.
Respecto de la afirmación realizada por el apoderado en el sentido de que en el presente proceso la demandante pretende que la entidad accionada reconozca y pague la indemnización moratoria por el no pago de las cesantías definitivas, las cuales fueron reconocidas mediante Resoluciones No. 13133 y 13211 del 30 de noviembre de 2011 subraya el Despacho que en el libelo de la demanda no se discute el contenido de dicha obligación.
En cuanto a la acción procedente para que el servidor público pueda reclamar la sanción moratoria respecto de la entidad pagadora cuando esta ha incurrido en mora por el no pago oportuno de las cesantías dentro de los términos establecidos en la ley, esto es, quince (15) días hábiles posteriores a la presentación de la solicitud de la liquidación de cesantías para expedirse la resolución correspondiente y máximo cuarenta y cinco (45) días hábiles siguientes a la ejecutoria del acto administrativo que ordena la liquidación de las cesantías definitivas o parciales, con la finalidad de obtener el pago de la entidad en la cancelación de dicha sanción moratoria, el Consejo de Estado ha debatido diversas posiciones sobre la acción que debe instaurarse esto es la acción de reparación directa por haberse incurrido en una falla en el servicio por parte de la entidad pagadora, así mismo la acción ejecutiva debido a que la sanción consagrada en la ley se causa de manera automática sin ser necesario provocar el pronunciamiento de la administración para que existiera un reconocimiento expreso del derecho que le asiste al servidor respecto de dicha sanción, igualmente se contempla la acción de nulidad y restablecimiento del derecho debido a que mediaba la expedición de un acto de reconocimiento de la prestación, es decir de las cesantías, por lo cual en sentencia del veintisiete (27) de marzo de 2007, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, Radicación No. 76001233100020000251301 C.P Dr. Jesús María Lemos Bustamante, por unanimidad resolvió cual era la acción que debía instaurarse, según los diferentes escenarios que se podían presentar, estableciéndolo de la siguiente manera:
“En conclusión: 
(i) El acto de reconocimiento de las cesantías definitivas puede ser controvertido, cuando el administrado no está de acuerdo con la liquidación, mediante la acción de nulidad y restablecimiento del derecho.

(ii) Ese mismo acto constituye título ejecutivo y puede ser reclamado por la vía judicial correspondiente, que es la acción ejecutiva, pero en lo que respecta a la sanción moratoria deberá demostrarse, además, que no se ha pagado o que se pagó en forma tardía.  
(iii) El acto de reconocimiento de la sanción moratoria puede ser cuestionado a través de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho si el administrado se encuentra inconforme con él, pero si hay acuerdo sobre su contenido y no se produce el pago de la sanción la vía indicada es la acción ejecutiva.
(iv) Cuando se suscite discusión sobre algunos de los elementos que conforman el título ejecutivo, como que no sean claros, expresos y exigibles, debe acudirse ante esta jurisdicción para que defina el tema. De lo contrario la obligación puede ser ejecutada ante la jurisdicción ordinaria por la acción pertinente. (Negrillas fuera del texto)
Después de estudiar la presente demanda, el Despacho encuentra que existen las Resoluciones No. 13133 y 13211 del 30 de noviembre de 2011 por medio de las cuales se reconoció y ordenó el pago de cesantías definitivas a la actora; por tanto existe un acto administrativo que expresa la voluntad de la administración y contempla una obligación que reúne las condiciones de un titulo ejecutivo para ser cobrado por la vía ejecutiva en la jurisdicción ordinaria laboral de conformidad con lo establecido en el artículo 2 de la Ley 712 de 2001, por lo tanto cada una de las pretensiones tienen su procedimiento, las relacionadas con cesantías definitivas se tramitan por un proceso ejecutivo, toda vez que la demandante no está en desacuerdo con la liquidación, sino que pretende la sanción moratoria por el incumplimiento en el pago; el Consejo de Estado ha reiterado que en el evento de que exista una resolución en firme que reconozca la cesantía de forma parcial o definitiva y el no pago o la cancelación de dicha prestación por fuera del término establecido en el artículo 5° de la ley 1071 de 2006 que subrogó el artículo 2° de la Ley 244 de 1995, la sanción moratoria aplica de manera automática, es decir, se hace exigible por ministerio de la ley y por tanto su cobro podrá efectuarse por la vía ejecutiva en la jurisdicción ordinaria laboral, habida consideración de que la Jurisdicción Contencioso Administrativa solo es competente para conocer de los procesos ejecutivos derivados de condenas impuestas por la misma jurisdicción de conformidad con el articulo 134-B numeral 7 y de los ejecutivos contractuales según lo establecido en el artículo 75 de la Ley 80 de 1993.

Teniendo en cuenta todo lo anterior, el Despacho NO REPONDRÁ LA DECISIÓN RECURRIDA, y estará a lo resuelto en la providencia del día 24 de abril de 2013 que declaró la falta de jurisdicción y ordena remitir a los Juzgados Laborales del circuito de Medellín – Reparto lo relacionado con el no pago de las cesantías y la respectiva sanción moratoria.
Finalmente se determina que no es procedente el recurso de apelación interpuesto  de manera subsidiaria contra el auto del 24 de abril de 2013, toda vez que la providencia recurrida declara la falta de jurisdicción y ordena remitir a los Juzgados Laborales de Medellín - Reparto, por lo que no hace parte de los autos enlistados en el artículo 243 del CPACA lo que implica que no es susceptible del recurso de apelación debiéndose en consecuencia negar este recurso.

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO VEINTIDÓS  ADMINISTRATIVO ORAL  DE MEDELLÍN,
RESUELVE:
PRIMERO:
NO REPONER el auto del 24 de abril de 2013 mediante el cual se declara la falta de jurisdicción y ordena remitir a los Juzgados Laborales de Medellín - Reparto, por lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 
SEGUNDO: NEGAR el recurso de apelación interpuesto, por  improcedente.

NOTIFÍQUESE

GERARDO HERNÁNDEZ QUINTERO

JUEZ

NOTIFICACIÓN POR ESTADO


JUZGADO VEINTIDÓS ADMINISTRATIVO ORAL  DE MEDELLÍN





CERTIFICO: En la fecha se notificó por ESTADO el auto anterior.


Medellín, 9 DE MAYO DE 2013, Fijado a las 8:00 A.M.











MARIA VICTORIA ALEAN JIMENEZ 


Secretaria 








